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RESUMEN

La construcción pública ha sido, es y será uno de los pilares fundamentales del sector construcción español, si bien la actual 
situación de crisis económica y la reducción de la inversión pública en nuevas infraestructuras ha generado un descenso de 
actividad hasta niveles similares a los años noventa.

El retorno a índices de actividad más elevados no solo se conseguirá con la recuperación de la economía del país, sino que 
será necesario realizar ciertas mejoras en los procesos de licitación con objeto de conseguir una mayor funcionalidad y 
flexibilidad en la contratación pública de obras.
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ABSTRACT

Public construction has been, is and will be one of the fundamental pillars of the Spanish construction sector, while the 
current economic depression and the reduction of public investment in new infrastructure has led to a decrease of activ-
ity as the 90’s.

The return to higher activity rates will be achieved not only with the economic recovery of the country but would be nec-
essary to make some improvements in the bidding process in order to achieve greater functionality and flexibility in the 
public procurement of works.
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1.  INTRODUCCIÓN

La construcción en España ha supuesto durante las últimas 
dos décadas aproximadamente el 10 % del PIB, siendo el 
principal motor de la economía española. La actual situación 
económica mundial, junto a las peculiaridades de la econo-
mía española y en especial del sector construcción ha gene-
rado un desplome de la actividad, tanto en el ámbito privado 
como en el ámbito público.

Si bien este desplome inicialmente se produjo en el subsector 
Edificación y en el ámbito privado con el denominado pin-
chazo de la burbuja inmobiliaria, la situación lejos de mejo-
rar ha generado políticas de ajuste económico y reducción del 
déficit de los gobiernos nacionales y autonómicos que han 
reducido el nivel de actividad del sector construcción pública 
a valores similares a los años noventa.

La situación actual de la contratación pública y la perspectiva 
futura de crecimiento debe generar que todos los actores in-
tervinientes en el proceso inicien una reflexión sobre aquellos 
puntos débiles y poco operativos de los procedimientos, con 
objeto de fijar las bases para una paulatina recuperación.

El objetivo del presente artículo es identificar y describir los 
principales problemas de la licitación pública española a tra-
vés del estudio de la normativa, informes de la juntas consul-
tivas de contratación y del análisis de una muestra de licita-
ciones de obras distribuidas por toda la geografía española, 
que abarca poderes adjudicadores locales, provinciales, auto-
nómicos y nacionales. Una vez realizado el análisis se identi-
fican puntos de mejora o líneas de actuación para solucionar 
los problemas detectados. Estos puntos conllevan cambios 
en la manera de proceder de los órganos de contratación y 
el desarrollo de futuras líneas de investigación académicas y 
profesionales.

2.  DATOS GLOBALES DEL SECTOR

La clasificación más extendida del sector construcción públi-
ca es la que subdivide el sector en Ingeniería civil y en Edifica-
ción. Las obras contempladas en Ingeniería Civil son aquellas 
obras diseñadas y/o dirigidas por ingenieros y las obras con-
templadas en Edificación son aquellas obras diseñadas y/o 
dirigidas por arquitectos (1).

La relación entre la contratación pública de obras de los sub-
sectores Edificación/Ingeniería Civil ha sido históricamen-
te en torno al 25/75 (2) pasando en los últimos años a una 
relación más próxima al 30/70. Se destaca el año 2010 con 
un porcentaje 37/63 debido a la mayor inversión de las en-
tidades locales en obras de Edificación como consecuencia 
de la dotación económica procedente del gobierno nacional a 
través del Fondo para la Inversión Local y del Fondo Estatal 
para el Empleo y Sostenibilidad Local, y de planes similares 
de gobiernos autonómicos como el Plan de Inversión Produc-
tiva de la Generalitat Valenciana.

En el año 2006 la licitación pública alcanzó su máximo his-
tórico con 44.205.305.000 euros (2), manteniendo valores 
inferiores pero próximos en los años sucesivos (2007 con 
37.399.432.000 euros, 2008 con 38.495.264.000 euros y 
2009 con 35.354.070.000 euros), pero la necesidad de limi-
tación del endeudamiento del Estado ha frenado la inversión 
púbica, pasando a 21.960.506.000 euros licitados en el año 
2010, a 11.781.358.000 euros licitados en el año 2011 y a 
5.931.005.000 euros en el año 2012, lo que supone una re-
ducción del 88,2 % respecto del año 2009 (Figura 1).

La situación económica actual ha generado que los gobiernos 
europeos y en especial el español hayan tenido que limitar el 
endeudamiento del Estado y reducir drásticamente la cuantía 
de la inversión pública en nuevas infraestructuras, con va-

Figura 1. Licitación Oficial Administraciones Públicas. Edificación e Ingeniería Civil. Datos: Ministerio de Fomento.
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lores de inversión similares a los años noventa. A pesar de 
todo, la referencia de la licitación pública dentro del sector 
construcción español es un hecho.

En cuanto a las tipologías de obras según los dos subsectores 
se ha de destacar el descenso de la Edificación Residencial 
dentro del subsector Edificación, que ocupaba tradicional-
mente entre un 25-30 %, pasando a un 18,58 % en el año 2010 
y a un 22,24 % en el año 2011, fiel reflejo de la reducción de las 
licitaciones de Viviendas Protegidas debido al gran stock de 
viviendas existentes en el mercado y a la dificultad de acceso 
a financiación por parte del usuario final.

En el subsector Ingeniería Civil se ha de destacar la impor-
tante inversión que paulatinamente se ha realizado, en espe-
cial desde la Administración Central, en infraestructuras fe-
rroviarias, pasando de 540.484.000 euros en el año 1989 a 
9.498.892.000 euros en el año 2009 (2), o lo que es lo mismo 
pasando de que las infraestructuras ferroviarias supusieran el 
5,77 % del total de la licitación de la obra de ingeniería civil en 
el año 1989 a un 37,74 % en el año 2009. El retroceso a nivel 
económico en la inversión en los últimos tres ejercicios en in-
fraestructura ferroviaria es común a toda la inversión pública, 
pero porcentualmente sigue manteniendo la cuota respecto al 
global de la licitación en ingeniería civil, un 38,96 % en el año 
2011, lo que pone de manifiesto la apuesta de la administra-
ción central por los trazados ferroviarios de alta velocidad.

3.  METODOLOGÍA

El estudio sobre el estado actual de la construcción pública 
española se ha abordado por un lado mediante el estudio de 
la normativa vigente y de los informes de las juntas consulti-
vas de contratación, tanto nacional como autonómicas, y por 
el otro lado mediante la elaboración y análisis de una mues-
tra de cien licitaciones de obras de construcción públicas, que 
reflejan diferentes características del sector: los subsectores 
Obra Civil y Edificación; ámbitos locales, provinciales, auto-
nómicos y nacionales; varios criterios de adjudicación, distri-
bución a lo largo del territorio nacional, etc.

Los documentos obtenidos y analizados para cada uno de los 
procedimientos de la muestra han sido: los pliegos de cláu-
sulas administrativas y técnicas, el anuncio de licitación y el 
proyecto de ejecución, al menos el documento presupuesto y 
el anejo de justificación de costes indirectos.

La muestra de estudio presenta un 53 % de obras del subsec-
tor edificación y un 47 % de obras del subsector obra civil. Se-
gún el ámbito geográfico, un 16% de las obras son a nivel na-
cional, un 37 % a nivel autonómico, un 5 % a nivel provincial 
y un 42 % a nivel local. Respecto a la cuantía económica de 
los proyectos estudiados, el 23 % de las obras tienen un pre-
supuesto de licitación (sin IVA) entre 200.000 y 1.000.000 
de euros, un 44 % entre 1.000.0000 y 5.000.000 de euros, un 
22 % entre 5.000.000 de euros y 10.000.0000 de euros y un 
11 % superior a 10.000.000 de euros. 

4.  ANÁLISIS DE LA SITUACIÓN ACTUAL

4.1.  El acceso a la documentación

La normativa de contratación pública tiene como uno de sus 
principios básicos la transparencia y acceso público a la infor-
mación. Para ello la Directiva 2004/18/CE (3), y su transpo-

sición al derecho español mediante la Ley 30/2007 (4), creó 
el perfil del contratante como un punto de información en in-
ternet donde cada órgano de contratación debería recoger la 
información relativa a las licitaciones que lleva a cabo: anun-
cios previos, pliegos de cláusulas administrativas y técnicas, 
adjudicaciones de contratos, etc., pero no regula el contenido 
y alcance de la información. 

Esto suscita que algunas administraciones (las menos) pon-
gan a disposición del licitador toda la información (planos, 
memoria, presupuestos, estudios previos, etc.), mientras que 
otras administraciones publican la información mínima para 
la comprensión de la licitación, remitiendo el resto de docu-
mentación técnica (proyectos, estudios previos, etc.) a copis-
terías o similares, para que mediante el pago de un canon se 
adquiera la documentación. 

4.2.  Procedimientos de adjudicación

La normativa actual (5) contempla varios procedimientos 
de adjudicación en la tramitación de los contratos públicos: 
Abierto, donde cualquier empresario que cumpla con los re-
quisitos puede participar; Restringido, donde los empresarios 
participantes son seleccionados por la administración y no 
se negocian los términos del contrato; Negociado, donde los 
empresarios participantes son seleccionados por la adminis-
tración y se negocian los términos del contrato; y finalmente 
el Diálogo Competitivo, procedimiento creado por la norma 
española con objeto de que el sector privado participe en el 
proceso de desarrollo de las alternativas y soluciones de las 
diferentes infraestructuras promovidas por el sector público.

La utilización de los procedimientos negociado o restringido 
viene limitada por las cuantías económicas de los proyectos. 
Estos sistemas, junto con la adjudicación directa a través de 
contratos menores, permiten una mayor flexibilidad de la 
contratación pública, ya que la complejidad y los plazos de los 
procedimientos son menores, y permite una relación contrac-
tual entre las empresas y la administración más semejante a 
la contratación del sector privado. 

Tal y como se refleja en la Figura 2, en la muestra de estudio 
el procedimiento abierto es el más utilizado con un 94 %, re-
presentando los procedimientos negociado, restringido y ne-
gociado con publicidad solo un 6 %, mientras que no aparece 
el diálogo competitivo.

Figura 2. Licitaciones según Tipo Procedimiento. Datos: Muestra de 
Estudio.
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versos criterios divididos en dos grupos. El primer grupo com-
prende aquellos criterios que se valoran mediante un juicio de 
valor y el segundo a aquellos criterios que se valoran mediante 
fórmulas objetivas. Estos últimos deben suponer más del 50 % 
del peso de la licitación, sino se debe recurrir a una comisión de 
expertos ajena al órgano de contratación para evaluar los crite-
rios subjetivos. Normalmente el precio suele ser el único crite-
rio evaluado mediante fórmulas y en raras ocasiones aparece el 
plazo de ejecución o la mano de obra adscrita al proyecto.

En la Figura 4 se muestra el peso del criterio precio en la 
muestra de proyectos evaluados en el estudio, donde en un 
40 % de la muestra el peso del precio se encuentra entre 51-60 
puntos y en un 74 % presenta un peso superior a 50 puntos.

Hay investigaciones discordantes en este sentido que abogan 
por la utilización de otros parámetros objetivos y una reduc-
ción del peso del criterio precio (6) (7), con objeto de con-
seguir otros beneficios para la administración como proce-
dimientos de ejecución más sostenibles, plazos de ejecución 
más rápidos o mejoras en el proyecto original.

4.4.  El Precio

La determinación del precio de las obras es quizás una de las 
cuestiones más peliagudas de la situación actual. La admi-
nistración desea realizar más actuaciones o actuaciones más 
completas que la dotación económica que dispone y se tiende 
a intentar encajar más proyectos o proyectos más complejos 
en presupuestos insuficientes, lo que origina problemas du-
rante la ejecución de las obras.

Los licitadores, y más con la situación actual de reducción del 
número de inversiones, mantienen políticas que se podrían 
resumir como «coge el contrato y corre» (8) o «firma el con-
trato y reclama» (9), que se basan en conseguir de cualquier 
modo (con ofertas desorbitadas o mejoras muy sustanciales 
para la administración) el contrato y trasladar los problemas 
económicos a la ejecución de la obra con cuantiosas reclama-
ciones sobre mediciones erróneas, precios contradictorios, 
proyectos modificados, etc. (10) (11), que en primer lugar su-
ponen un retraso en la ejecución de las obras y en ocasiones 
ponen en duda la viabilidad de la obra.

Si el análisis de la muestra lo realizamos en función de la ti-
pología de obra, en obra civil el 96 % se tramitan como pro-
cedimiento abierto y el 4 % como negociado con publicidad, 
mientras que en edificación el 92 % se tramita como procedi-
miento abierto, el 4 % como restringido, y los procedimientos 
negociado y negociado con publicidad tienen un peso del 2 % 
respectivamente.

4.3.  Formas de Adjudicación

La actual legislación contempla la adjudicación de las licita-
ciones bien a la oferta económicamente más ventajosa, aten-
diendo a un único criterio de adjudicación que necesariamen-
te será el precio, lo que tradicionalmente se ha denominado 
Subasta o bien atendiendo a varios criterios de adjudicación, 
como la calidad, el precio, el valor técnico, etc., lo que tradi-
cionalmente se ha denominado Concurso.

La subasta o adjudicación a la oferta económica más baja 
presenta una simplicidad de procedimiento y de mecanismo 
para adjudicar el contrato que ha hecho que sea el procedi-
miento que mejor se ciñe a los principios de transparencia y 
objetividad que deben regir la contratación pública, pero el 
tamaño y la complejidad de las obras actuales ha hecho ne-
cesario contemplar otros aspectos en la fase de contratación, 
por lo que su uso se destina a obras de cuantías no muy eleva-
das y de complejidad baja.

En la muestra de proyectos estudiada el 93 % de los proyectos 
son concursos frente a un 7 % de subastas. Si se analiza según 
la tipología de obra, en obra civil el 89 % fueron concursos y 
el 11 % subastas, mientras que en edificación el 96 % fueron 
concursos y el 4% subastas. Estos datos muestran una con-
cordancia con la evolución porcentual de la licitación pública 
de obras por forma de contratación (Figura 3). Se observa el 
descenso paulatino de la subasta hasta mantener práctica-
mente desde hace diez años un 10 % del total de licitaciones 
públicas de construcción, así como el aumento del número de 
expedientes tramitados como Negociados desde la aparición 
de la Ley de Contratos del Sector Público.

La forma de adjudicación más utilizada en la contratación pú-
blica española actualmente es el Concurso, donde se valoran di-

Figura 3. Licitación Construcción por Forma de Contratación. Porcentuados. Datos: Ministerio de Fomento.
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En las subastas sucede de un modo similar pero únicamen-
te con el criterio económico, es decir la empresa interesada 
en la licitación solicita a otra empresa con la capacidad de 
contratar la participación en la licitación. Para ello le indica 
la baja o proposición económica a realizar, siendo esta baja 
elevada pero ligeramente inferior a la de la empresa interesa-
da, de manera que prácticamente asegura la no incursión en 
baja desproporcionada o temeraria de la empresa interesada 
y una posición muy ventajosa, salvo sorpresa de una oferta 
muy baja de otro licitador.

Estas situaciones no son fáciles de detectar cuando el único 
de criterio de adjudicación es el precio (subasta), pero sí en 
cambio cuando existen varios criterios de adjudicación (con-
curso), ya que parte o casi toda la documentación técnica, re-
lativa a los criterios evaluables mediante juicio de valor, es 
similar y cuando un técnico o equipo técnico del órgano de 
contratación revisa la documentación puede comprobar la si-
militud de las licitaciones en muchos aspectos. 

La posición o la decisión de tomar medidas ante estas situa-
ciones es más compleja, ya que por un lado se tienen que dar 
los suficientes argumentos para excluir de la licitación a am-
bas propuestas y por otro lado siempre está el beneficio in-
trínseco que obtiene el órgano de contratación al adjudicar la 
obra a una proposición económica baja (o en muchos casos a 
la más baja), con el consiguiente ahorro económico.

4.6. � Empresas dependientes o pertenecientes  
al mismo grupo empresarial

En la actualidad, la organización empresarial del sector cons-
trucción dibuja un panorama en el que varias empresas in-
dependientes funcionalmente entre sí, puedan pertenecer a 
un mismo grupo empresarial o a un grupo de inversión que 
controle la mayor o una gran parte del accionariado. Estas 
empresas, en virtud de los principios normativos de libre 
acceso y concurrencia a los contratos públicos, pueden pre-
sentarse simultáneamente a las licitaciones disponiendo de 
las mismas oportunidades que cualquier otro empresario con 

Esta problemática no se ha generado con la actual situación 
del mercado, sino que con la crisis del sector y la reducción 
de inversiones se ha acentuado. De hecho en el preámbulo del 
Real Decreto de Juan Bravo de Murillo (12), normativa pre-
cursora del actual sistema de contratación español, se citaba: 
«La Administración al celebrar contratos no debe proponerse 
una sórdida ganancia, abusando de las pasiones de los parti-
culares, sino averiguar el precio real de las cosas, y pagar por 
ello lo que sea justo…».

4.5.  Las Ofertas de Acompañamiento

El fenómeno de oferta de acompañamiento se puede producir 
de diferentes modos pero todos con el mismo objetivo, inten-
tar conseguir una posición ventajosa en la puntuación econó-
mica de una licitación en base a acuerdos previos con otras 
empresas competidoras (13) (14). 

Por su simplicidad y frecuencia se citan las siguientes situa-
ciones. En un concurso una empresa segura de sus posibilida-
des de conseguir el contrato por las características de la obra 
o por su tecnología, solicita a otra empresa con capacidad 
para contratar (y que hubiera descartado su participación o 
simplemente su participación fuera meramente testimonial) 
su participación en la licitación. Para ello suele facilitarle toda 
la documentación del concurso y en el apartado correspon-
diente al criterio precio le indica la baja o proposición eco-
nómica a realizar. Esta proposición económica suele ser baja 
pero ligeramente superior a la de la empresa interesada, de 
manera que prácticamente asegura la no incursión en oferta 
desproporcionada o temeraria de la empresa interesada. Por 
otra parte respecto al resto de documentación técnica, tanto 
valorada por fórmulas o mediante un juicio de valor, al ser 
similar o de inferior calidad le otorgará a la empresa acom-
pañante una menor puntuación. A la empresa interesada, el 
hecho de obtener una puntuación más elevada en el criterio 
precio con respecto de otros licitadores y casi asegurando su 
no incursión en temeridad, puede ser argumento suficiente 
para contrarrestar posibles proposiciones técnicas de mayor 
calidad de otros licitadores.

Figura 4. Peso del Criterio Económico respecto del Total de la Licitación. Datos: Muestra de Estudio. 
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la decisión de la adjudicación de la obra principalmente a los 
criterios emitidos por un juicio de valor (y al resto de crite-
rios evaluables mediante fórmulas, que a parte del precio no 
suelen ser muchos, normalmente el plazo de ejecución), con 
las suspicacias que puede generar a las empresas no adjudi-
catarias, y realmente entrando en una posible situación de 
falsa «adjudicación directa» o de «reparto de obras» entre los 
contratistas habituales o de la zona geográfica.

4.8. � La valoración con las proposiciones 
económicas versus la valoración con los 
porcentajes de baja

Aunque pueda parecer un poco paradójico los resultados de 
valorar o puntuar las ofertas, o comprobar los supuestos de 
baja temeraria de los licitadores con las ofertas económicas 
(en euros) o con el porcentaje de baja conduce a resultados 
distintos, obviamente no se trata de resultados muy dispares, 
pero si lo suficiente para que empresas con ofertas muy bajas 
respecto del precio de licitación se encuentren en supuestos 
de oferta anormal o desproporcionada, o en cambio se en-
cuentren como la empresa mejor posicionada.

Este hecho no es nuevo y la administración ha dado cuenta 
de ello (22) (23) (24), indicando que en los supuestos de te-
meridad contemplados en el artículo 85 del Reglamento Ge-
neral de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas 
– RGLCAP (25) , las expresiones se deberían referir a las ofer-
tas inferiores o superiores en más de diez unidades porcen-
tuales a la media aritmética de las ofertas presentadas y no 
a la media aritmética de las bajas de las ofertas presentadas.

Consecuencia de las disparidades o agravios que se pueden 
originar, sería conveniente establecer en los pliegos de con-
tratación, las fórmulas (y el modo de aplicación) de los su-
puestos de temeridad escogidos para el criterio económico 
de la licitación y las fórmulas (y el modo de aplicación) de 
la puntuación o valoración del criterio económico de la lici-
tación.

4.9. � Criterios de Desproporcionalidad o Temeridad

Los criterios de desproporcionalidad o temeridad permiten 
determinar ofertas demasiado arriesgadas con respecto al 
resto de licitadores. Estas fórmulas son determinadas para 
cada procedimiento por el órgano de contratación y refleja-
das en los pliegos de cláusulas del procedimiento concreto. 
Las fórmulas más usuales se basan en un porcentaje respecto 
de un precio de referencia (calculado en función de la me-
dia y la desviación típica de las bajas o de los importes de las 
ofertas) o respecto de un porcentaje respecto de la media de 
las bajas o de la media de los importes de las ofertas de los 
licitadores (26).

5.  PUNTOS DE MEJORA

Se sintetizan a continuación una serie de puntos de mejora 
del proceso de contratación pública de obras respecto de los 
aspectos descritos en el análisis de la situación actual.

5.1.  El acceso a la documentación

La tecnología actual permite el acceso a la información de 
una manera sencilla y a un coste económico muy reducido 
para las administraciones, por lo que se debería potenciar 

la capacidad de contratar, clasificación y solvencia técnica y 
económica necesaria.

Si se aplica la lógica y la ética en contratación parece eviden-
te que las proposiciones de estas empresas, que aunque en 
teoría independientes forman parte de un grupo empresarial, 
se deberían vigilar de manera especial, para evitar el fenóme-
no de las ofertas de acompañamiento o simplemente evitar 
que se disponga de dos oportunidades (aspecto claramente 
contrario a la normativa), y obtener de este modo ventajas 
respecto del resto de licitadores. 

4.7. � Puntuación Máxima Limitada a un porcentaje 
del Precio de Licitación

Cuando el criterio económico es el único criterio de adjudica-
ción la oferta económicamente más ventajosa debe ser la baja 
máxima que no incurra en supuestos de temeridad o despro-
porcionalidad, pero en los concursos el precio no deja de ser 
un criterio de decisión más.

El criterio económico o precio debe aparecer como criterio 
de adjudicación, aunque sea con un reducido peso en el cóm-
puto global de todos los criterios, ya que no se entiende una 
licitación sin el factor precio (15).

La manera de puntuar el criterio económico en un concurso 
puede realizarse según diferentes fórmulas o ponderaciones 
definidas previamente en los pliegos de cláusulas administra-
tivas particulares. Estas fórmulas deben, según la normativa 
e informes de las juntas consultivas de contratación adminis-
trativa, valorar con mayor puntuación a la oferta económica 
más ventajosa (siempre que no se encuentre en supuestos 
de desproporcionalidad o anormalidad) y al resto valorarlas 
proporcionalmente (16) (17) (18) (19).

A pesar de todo de estas reglas claras se siguen utilizando fór-
mulas de valoración del criterio económico que priman con 
la máxima puntuación a las ofertas más similares a la oferta 
media de las proposiciones y al resto se les penaliza conforme 
se separan de la oferta media, aspecto claramente no acepta-
do por las autoridades comunitarias (20).

Otras fórmulas de puntuación del criterio económico, tam-
bién muy utilizadas por muchos órganos de contratación 
son aquellas que otorgan la máxima puntuación a aquellos 
licitadores que realizan una baja máxima de un porcentaje 
respecto del precio de licitación, otorgándoles puntuaciones 
proporcionales al resto de licitadores que hayan realizado 
una baja inferior. 

La situación que se genera con este tipo de fórmulas econó-
micas tiene sus ventajas para la administración ya que limita 
la reducción económica en la obra a un máximo (21) que per-
mite, en condiciones normales, al licitador defender la obra 
ajustando sus costes fijos y gastos generales, sin necesidad 
de una continua disputa en búsqueda de precios contradic-
torios, aumento de mediciones y llegado el caso, a proyectos 
modificados.

Sin embargo, esta baja máxima limitada a un porcentaje so-
bre el precio de licitación también tiene sus inconvenientes. 
Todos los licitadores, o la mayor parte de ellos, presentan una 
oferta económica ajustada a la máxima con objeto de conse-
guir la totalidad de los puntos del criterio económico y deja 
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ta la oferta más económica de todas las presentadas por las 
empresas pertenecientes al mismo grupo empresarial, con lo 
cual desaparece la posibilidad de alterar la baja media o la 
baja de referencia con ofertas muy similares por parte de em-
presas pertenecientes al mismo grupo empresarial.

5.7. � Puntuación Máxima Limitada a un porcentaje 
del Precio de Licitación

Con objeto de evitar los fenómenos de «adjudicación directa» 
o de «reparto de obras» la fórmula de puntuación del criterio 
precio no estará limitada a un porcentaje del precio de licita-
ción, sino que se utilizarán fórmulas que otorguen la máxima 
puntuación a la oferta más económica y al resto de licitadores 
puntuaciones proporcionales desde cero puntos (si se le otor-
ga esa puntuación a la oferta más elevada) o desde la distan-
cia de la baja realizada al precio de licitación, hasta la máxima 
puntuación del criterio económico (27).

5.8. � La valoración con las proposiciones 
económicas versus la valoración con los 
porcentajes de baja

No deben existir criterios de desproporcionalidad o fórmu-
las de puntuación del criterio económico que trabajen con los 
porcentajes de baja, cualquiera de las utilizadas debe trabajar 
con las proposiciones económicas.

5.9. � Criterios de Desproporcionalidad  
o Temeridad

La selección del criterio de desproporcionalidad o temeridad 
es una decisión importante del órgano de contratación y es 
un aspecto muy ligado a la determinación del precio cierto 
de la licitación. 

En lugar de las fórmulas clásicas basadas en una desviación 
respecto a la oferta media de los licitadores o respecto a una 
baja de referencia, se podrían utilizar criterios de temeridad 
o desproporcionalidad de las ofertas basados en introducir li-
mitaciones en los precios de las unidades de obra del proyec-
to. Obviamente no a todos los precios de las unidades de obra 
de un proyecto, porque la complejidad del sistema tanto para 
la administración como para los licitadores sería muy eleva-
da, sino a los precios de las unidades de obras significativas, 
definiéndose aquellas como las unidades de obra que superen 
el 10% del presupuesto de ejecución material que conforma el 
precio base de licitación de la obra.

A las unidades de obra que cumplan esta condición, que po-
drían ser por ejemplo unidades correspondientes a estructu-
ra (hormigón armado, forjados unidireccionales, etc.) en edi-
ficios residenciales o unidades de aglomerado en licitaciones 
de carreteras, se les podría considerar temerarias si superan 
un determinado porcentaje (10-15 %) respecto de la media 
aritmética del precio calculado a partir de todas las proposi-
ciones presentadas.

Se trata de un proceso mucho más complejo para todos los 
actores de la contratación pero que obligaría en primer lugar 
al proyectista a un mayor esfuerzo en la redacción y elabora-
ción del documento presupuesto, en segundo lugar a un revi-
sión más ardua por parte de los servicios técnicos del órgano 
de contratación y en tercer lugar a un estudio pormenorizado 
de la obra por parte de los departamentos de estudios de las 

todavía más el uso de internet en la publicidad y en la trami-
tación de los expedientes de contratación pública, así como la 
publicación de los datos de las aperturas económicas de las 
licitaciones o de los datos de las valoraciones técnicas.

5.2.  Procedimientos de adjudicación

El porcentaje de utilización de procedimientos restringidos, 
negociados o menores no es muy elevado en comparación 
con otros sistemas de contratación, en especial los anglosajo-
nes, por lo que se deberían potenciar más su uso e incluso 
aumentar las cuantías que limitan su utilización (6).

El Diálogo Competitivo puede parecer a priori un procedi-
miento de adjudicación complejo y largo para el sector cons-
trucción, pero dada la actual situación podría permitir para 
grandes obras de infraestructura obtener mejores soluciones 
técnicas y nuevas fórmulas de financiación o de explotación.

5.3.  Formas de Adjudicación

Se debe reducir el peso del criterio precio en pro de otros cri-
terios, evaluables mediante fórmulas (plazo, mano de obra) 
o evaluables mediante un juicio de valor (proceso técnico, 
control de calidad, criterios medioambientales, etc.) con ob-
jeto de obtener mayores beneficios para la administración y 
en definitiva para la sociedad en general (obras de mayor ca-
lidad y sin necesidad de reparaciones posteriores, procesos 
constructivos más sostenibles que consuman menos recursos 
y generen menos residuos).

5.4.  El Precio

Las administraciones deben asegurarse que el precio de la 
obra a licitar es acorde a los precios de mercado (5), para ello 
se deberían comparar los diferentes precios de las unidades 
de obra con precios de bases de construcción de referencia, 
tanto nacionales elaboradas por empresas privadas como 
autonómicas elaboradas por organismos dependientes de las 
administraciones.

5.5.  Las Ofertas de Acompañamiento

Los órganos de contratación deben establecer pautas o 
rúbricas a la hora de la evaluación de la documentación 
técnica de las presentaciones de las diferentes empresas 
licitadoras (similitud en descripción procesos, en pautas 
de control de calidad, en alternativas estudiadas, etc.) para 
determinar el fenómeno de ofertas de acompañamiento en 
concursos, así como realizar estudios o registros históricos 
de las proposiciones económicas de las diferentes empresas 
ofertantes.

5.6. � Empresas dependientes o pertenecientes  
al mismo grupo empresarial

Los órganos de contratación para detectar que empresas 
dependientes o pertenecientes a un mismo grupo empresa-
rial realicen ofertas de acompañamiento o dispongan de dos 
oportunidades en una licitación deben incluir en los pliegos 
de cláusulas administrativas particulares una cláusula que 
actúe sobre el criterio precio, tanto en las subastas como en 
los concursos, y se aplicaría en el cálculo o la comprobación 
de los supuestos de baja temeraria. Para el cálculo de la baja 
media o de la baja de referencia solo se deberá tener en cuen-
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En los pliegos de cláusulas se deben por un lado definir per-
fectamente todos los aspectos relacionados con el criterio de 
adjudicación económico: criterios de desproporcionalidad y 
las fórmulas de puntuación, debiéndose utilizar fórmulas ma-
temáticas que trabajen con las ofertas económicas y no con los 
porcentajes de baja. Asimismo, se deben eliminar los criterios 
de desproporcionalidad basados en un porcentaje respecto del 
precio de licitación y eliminar también las fórmulas de puntua-
ción del criterio precio que otorguen la máxima puntuación a 
aquellas ofertas más próximas a la media de las ofertas presen-
tadas o que otorguen la máxima puntuación a una oferta con 
un porcentaje limitado de reducción del precio de licitación.

Por el otro lado se deben definir con mayor exactitud el con-
tenido de los criterios evaluables mediante un juicio de va-
lor e incluso se deberían generar «rúbricas» por parte de los 
evaluadores de los órganos de contratación que reflejen los 
atributos o características que se tendrán en cuenta a la hora 
de emitir un juicio sobre una documentación técnica.

empresa constructoras, y no como sucede en la actualidad 
que no hay una revisión documental del proyecto ni del do-
cumento presupuesto salvo que sea uno de los criterios de 
ponderación del concurso.

6.  CONCLUSIONES

La Administración Pública debería lograr una mayor flexi-
bilidad y rapidez en los procesos de contratación. Para ello 
puede de alguna manera copiar o adaptar ciertos procedi-
mientos propios de la contratación en el ámbito privado. 
Una de las herramientas sería el aumento de las cuantías 
económicas de los contratos menores, negociados o res-
tringidos para la contratación de obras sencillas o perfecta-
mente definidas y la utilización del diálogo competitivo en 
obras complejas, que permitiría poner a disposición de la 
administración el know-how de las empresas contratistas e 
incluso buscar alternativas a la difícil financiación de la ad-
ministración pública.
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